PROYECTO DE LEY

“Por el cual se dictan disposiciones relacionadas con fondos especiales, se crea una tasa para el cobro de las tarjetas profesionales de abogado y se crea el Fondo Cuenta Especial de Publicaciones de la Rama Judicial”

El Congreso de Colombia

DECRETA:
Procedimiento para la cuantificación y apropiación de depósitos judiciales en situación especial

Artículo 1.-PROCEDIMIENTO. El Fondo de Modernización, Descongestión y Bienestar de la Administración de Justicia, recibirá y mantendrá en una cuenta especial los recursos provenientes de los depósitos judiciales con más de diez años de constitución, los que no puedan ser pagados o declarados prescritos por causas tales como la inexistencia del proceso en el despacho a cuyo cargo están, o de solicitud para su pago, o de petición de otro despacho para proceder a su conversión; así como todos los que hayan sido consignados en el Banco Agrario o estén a su cargo, sin que se tenga identificado el Despacho Judicial bajo cuya responsabilidad deberían estar.

Artículo 2.- TÉRMINO. Esos depósitos pasarán a ser recursos del Fondo cuando hayan transcurrido dos años desde que fueron transferidos a la cuenta especial, sin perjuicio de que si posteriormente se recibe orden de autoridad competente, se disponga su pago contra los saldos que administra el Fondo.

Parágrafo 1. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura expedirá los reglamentos administrativos para efectos de la presente ley.
Parágrafo 2. En atención al principio de imprescriptibilidad de los bienes y recursos del Estado, los dineros provenientes de depósitos judiciales que hayan sido constituidos con recursos de entidades públicas o a favor de estas, serán devueltos a las mismas conforme al procedimiento que para el efecto establezca la Sala Administrativa del Consejo Superior  de la Judicatura mediante reglamento.
Fondo Cuenta Especial de Publicaciones de la Rama Judicial

Artículo 3.- CREACIÓN DEL FONDO DE PUBLICACIONES DE LA RAMA JUDICIAL. Créase el Fondo Cuenta Especial de Publicaciones de la Rama Judicial. El Fondo no tiene personería jurídica y se manejará como una cuenta adscrita a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial - Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, gozará de patrimonio propio y autonomía administrativa de recursos para las publicaciones que realice la Rama Judicial, su destinación es única y exclusiva para el financiamiento de las publicaciones de la Nación - Rama Judicial- Consejo Superior de la Judicatura y el fortalecimiento, la modernización y uso de las Tecnologías de la Información y Comunicaciones “TIC,s”. 

Parágrafo.- La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura establecerá su funcionamiento.

Artículo 4.- OBJETIVO. El Fondo de Publicaciones de la Rama Judicial, tiene como objetivo general la distribución y comercialización entre personas naturales o jurídicas y de derecho público o privado y la difusión o adquisición a título gratuito u oneroso de las publicaciones y los materiales educativos elaborados o adquiridos como parte de los procesos investigativos, pedagógicos y tecnológicos, desarrollados por la Rama Judicial, y de los que surjan de la cooperación y alianzas estratégicas que se establezcan con universidades, entidades u organismos nacionales e internacionales.

Artículo 5.- INGRESOS. Los ingresos del Fondo de Publicaciones de la Rama Judicial estarán constituidos por los siguientes rubros:

a. Una partida específica de los recursos que se incorporen del Presupuesto Nacional.

b. Los ingresos que se obtengan como resultado de la comercialización de las publicaciones de la Rama Judicial.

c. Los aportes y donaciones de origen público o privado, que provengan de la cooperación y alianzas estratégicas que se establezcan con entidades u organismos nacionales e internacionales.

Parágrafo. En todos los casos se respetarán las disposiciones sobre derechos de autor, para efectos de la comercialización de las obras.
Artículo 6.- DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN. La Administración del fondo  estará a cargo del Director Ejecutivo de Administración Judicial, conforme a las directrices que imparta la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 

Artículo 7.- INFORMACIÓN RECURSOS. Para efectos de determinar el monto de los recursos a ser apropiados por la Rama Judicial, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial podrá solicitar a las entidades reportes trimestrales de los recursos que serán girados a la Dirección General del Crédito Público y del Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Los giros se realizarán dentro de los diez (10) días siguientes al vencimiento del respectivo trimestre. Una vez realizado el giro las entidades remitirán a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial - Consejo Superior de la Judicatura, copia de la liquidación, con indicación clara y pormenorizada de la base de liquidación y del recibo de consignación. 

Tasa por la prestación del servicio de la tarjeta profesional de abogado

Artículo 8.- OBLIGACIÓN TRIBUTARIA. La presente ley regula la tasa por la prestación del servicio de la expedición de la tarjeta profesional de abogado y su duplicado por pérdida de la misma, o corrección de datos a voluntad de su titular, a cargo del Consejo Superior de la Judicatura. 
Parágrafo.- Cuando se expida la tarjeta profesional de abogado, su duplicado o se rectifique por corrección de datos, por causa imputable al Consejo Superior de la Judicatura, no se debe cobrar ninguna tasa por la prestación de dicho servicio.

Artículo 9. PRINCIPIOS. Para la regulación y cobro de esta tasa, se tendrán en cuenta los principios de representación popular, legalidad, equidad, igualdad, progresividad y recuperación del costo. En desarrollo de los principios de la función pública, el Consejo Superior de la Judicatura propenderá por la modernización de los servicios, en aras de lograr su eficiencia y economía.

Artículo 10. ELEMENTOS. Los elementos de la tasa de que trata esta ley, son los siguientes:

a) Hechos generadores. Constituyen hechos generadores, los servicios, prestados por el Consejo Superior de la Judicatura, de:

1. Expedición de la tarjeta profesional de abogado; 

2. Expedición del duplicado de la tarjeta profesional de abogado y 

3. Expedición de tarjeta profesional de abogado por corrección de datos a voluntad de su titular.

4. Expedición por programas de renovación tecnológica.

b) Sujeto Activo. El sujeto activo de esta tasa será el Consejo Superior de la Judicatura, a través de la Sala Administrativa – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

c) Sujeto Pasivo. Tendrán la condición de sujetos pasivos, las personas naturales que hayan optado por el título de abogado y que soliciten la tarjeta profesional de abogado, bien por primera vez, por duplicado o por corrección de datos a voluntad de su titular.

d) Base de Imposición y tarifa. La tasa a que se refiere esta ley serán establecidas con sujeción a los principios y a las condiciones a las que se refieren los artículos 4 y 6, en relación con los hechos generadores previstos en el literal a) del presente artículo.
Artículo 11. DE LA TARIFA DE LA TASA SE LOS SERVICIOS QUE PRESTA EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. Para determinar el importe tributario por pagar, a cargo de los sujetos pasivos, se establecen las siguientes reglas:

a) Autoridad administrativa facultada para establecer la tarifa. De conformidad con el inciso 2 del artículo 338 de la Constitución Política, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura es la autoridad administrativa autorizada para establecer la tarifa por el servicio de expedición de la Tarjeta Profesional de Abogado que presta el Consejo Superior de la Judicatura, de acuerdo con el sistema y método para la determinación del costo de los servicios y la forma de repartirlo entre los usuarios.

b) Método. La Sala Administrativa adoptará las siguientes pautas técnicas para determinar la tarifa de los servicios:

1. Cuantificación de los materiales, suministros y demás insumos tecnológicos y de recurso humano, utilizados para el montaje, administración, capacitación, mantenimiento, reparación y cobertura del servicio. Cuando alguno de los procedimientos se deba contratar con  terceros, se considerará el valor del servicio contratado.

2. Cuantificación de la financiación, construcción, manejo de bases de datos, acceso a otros servicios de información, tecnificación y modernización, ampliación de servicios, actualización, alianzas estratégicas, herramientas, provisiones, sostenimiento y demás gastos asociados.

3. Cuantificación y valoración de los recursos necesarios para garantizar plenamente la prosecución de un servicio adecuado, consolidado, oportuno y suficiente para los usuarios de acuerdo con las funciones que cumple el Consejo Superior de la Judicatura.

4. Estimación de la cantidad promedio de utilización de los servicios generadores de la tasa.

c) Sistema para determinar costos. En desarrollo de los principios previstos en esta ley, se determinarán formas específicas de medición económica para su valoración y ponderación, teniendo en cuenta los insumos, los gastos de transporte de las tarjetas para entrega a los solicitantes,  manejo de bases de datos, acceso a otros sistemas de información, su montaje, los factores de financiación, operación, tecnificación, modernización, administración, mantenimiento, sostenimiento, reparación, actualización, provisiones, cobertura, ampliación de servicios, capacitación, seguridad del sistema de información, de su flujo y demás fastos asociados.

d) Forma de hacer el reparto. La tarifa para los servicios prestados y descritos en la presente ley, tendrá en cuenta el sistema a que se refiere el literal e) del presente artículo y será el resultado de dividir la suma de los valores obtenidos de acuerdo con los numerales 1), 2) y 3) del literal e) de este artículo, por la cantidad promedio de utilización descrita en el numeral 4) del mismo literal e) de este artículo.

Parágrafo 1. Una vez definidos los costos de los bienes y servicios que presta la entidad, los incrementos de las tarifas cada año, serán ajustadas por la inflación anual.

Parágrafo 2. En atención a los principios establecidos en la presente ley, el Consejo Seccional garantizará la eficiente prestación del servicio que aquí se trata y las tarifas de las tasas deberán reducirse proporcionalmente al ahorro que la tecnología de punta le signifique, una vez esta sea implementada.

Parágrafo 3. En todo caso, para la determinación de las tarifas de cada uno de los servicios contemplados en el artículo 8 de la presente ley, sólo se incluirán los costos marginales en los que el Consejo Superior de la Judicatura incurra para la prestación de los mismos. Se entiende por costos marginales, aquellos costos identificables y directamente asociados a la reproducción física o electrónica de la información que el Consejo Superior de la Judicatura pone a disposición del público para su adquisición.
Artículo 12.- VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
RICARDO H. MONROY CHURCH 

Presidente 
Consejo Superior de la Judicatura 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Honorables Congresistas:

Se presenta a consideración del H. Congreso de la República, el proyecto de Ley “Por el cual se dictan disposiciones relacionadas con fondos especiales y se crea el Fondo Cuenta Especial de Publicaciones de la Rama Judicial”.
Este proyecto es fruto del análisis de la función administrativa que cumple el Consejo Superior de la Judicatura de conformidad con las disposiciones de la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de la Administración de Justicia”, y de la necesidad de obtener recursos que permitan el cumplimiento de sus funciones en procura de la prestación del servicio eficiente de justicia. 

Una de las fuentes de recursos de la Rama Judicial, son los fondos especiales de conformidad con lo previsto en el artículo 30 del Decreto 111 de 1996, el cual dispone: “Constituyen fondos especiales en el orden nacional, los ingresos definidos en la ley para la prestación de un servicio público específico, así como los pertenecientes a fondos sin personería jurídica creados por el legislador (Ley 225 de 1995. Artículo 27)”. 
A la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura como órgano constitucional de gobierno y administración de la Rama Judicial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 256 de la Constitución y el artículo 85 de la Ley 270 de 1996, le corresponden, entre otras, las siguientes funciones:
1. Elaborar el Proyecto de presupuesto de la Rama Judicial que deberá remitirse al Gobierno Nacional;
2. Elaborar el Proyecto de Plan Sectorial de Desarrollo para la Rama Judicial, con su correspondiente plan de inversiones y someterlo a la aprobación del Consejo en Pleno;  
3. Autorizar la celebración de contratos y convenios de cooperación e intercambio que deban celebrarse conforme a la Constitución y las leyes para asegurar el funcionamiento de sus programas y el cumplimiento de sus fines.
4. Aprobar los proyectos de inversión de la Rama Judicial;
5. Con sujeción a las políticas y reglamentaciones de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, el Centro de Documentación Judicial –CENDOJ, administra el fondo de publicaciones de la Rama Judicial (artículo tercero del Acuerdo 560 de 1999).
6. Regular, organizar y llevar el Registro Nacional de Abogados y expedir la correspondiente Tarjeta Profesional, previa verificación de los requisitos señalados por la ley. 
7. Elaborar y desarrollar el plan de formación, capacitación, y adiestramiento de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial. 
Estas funciones especializadas se materializan en la administración autónoma del presupuesto, la capacitación judicial, la modernización de la infraestructura, la actualización tecnológica, la adopción de medidas de descongestión judicial, la estadística judicial, la implementación del registro nacional de abogados, entre otras. 

Para el eficaz ejercicio de las funciones antes citadas, es fundamental contar con la disponibilidad de recursos públicos a efectos de lograr los propósitos que cada cuatro años se trazan en el plan sectorial de desarrollo. 
No obstante lo anterior, en relación con algunas fuentes de recursos categorizadas como especiales, se presentan ciertos vacios normativos que hacen necesaria su reglamentación o actualización a fin de acometer una adecuada gestión administrativa, como los que a continuación procedemos a explicar:

I. DEPÓSITOS JUDICIALES EN SITUACIÓN ESPECIAL
En primer término, es importante referirle al H. Congreso que existen depósitos judiciales que por diversas circunstancias, v/g antigüedad, inexistencia del expediente, falta de datos, inconsistencias, etc., no son reclamados y, por lo tanto, no se realiza su pago, además, por las inconsistencias de que adolecen tampoco son declarados prescritos. Esos depósitos se conocen como “Depósitos en situación especial”.
Ante esta situación excepcional, los jueces, como responsables de los depósitos judiciales, tienen dos posibilidades, a saber: (i) ordenar el pago o (ii) declararlos prescritos. Respecto de la segunda alternativa, actualmente se encuentra vigente el artículo 9º de la Ley 66 de 1993, que modificó el artículo 59 de la Ley 633 de 1996, que consagra el término general de prescripción de  dos años contados a partir de la terminación del proceso o de tres años para los de origen laboral, si luego de su constitución no se hubiere iniciado el proceso para reclamarlos. Dicha norma otorgó a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura la posibilidad de establecer el procedimiento, lo cual se hizo principalmente con la expedición de los Acuerdos 1115 y 1116 de 2001.

De esta manera, la Sala Administrativa en aras de ejercer un mejor control respecto de los “depósitos en situación especial”, el pasado 30 de mayo de 2012 expidió los Acuerdos 9472 y 9473, por medio de los cuales se reglamentan los procedimientos necesarios para el manejo adecuado y eficiente de los títulos y depósitos judiciales en situación especial.  
Así las cosas, la finalidad del proyecto de ley, no es otra que contar con la reglamentación legal que permita regularizar los “depósitos en situación especial”, de tal manera que se pueda hacer un uso efectivo de esos recursos.
II.     TARJETA PROFESIONAL DE ABOGADO

El Decreto 196 de 1971, establece que para ejercer la profesión de abogado se requiere estar inscrito como tal en el Registro Nacional de Abogados, y para su inscripción se debe haber obtenido el título correspondiente reconocido legalmente por el Estado.
Por su parte, el numeral 20 del artículo 85 de la Ley 270 de 1996, atribuyó al Consejo Superior de la Judicatura - Sala Administrativa - la función de expedir la tarjeta profesional de abogado, que a su vez se delegó a la Unidad de Registro Nacional de Abogados mediante Acuerdos Nos. 002 de 1996 y 1389 de 2002.  

  

Mediante Acuerdo No. 180 de agosto 6 de 1996, la Sala Administrativa  estableció un nuevo formato con normas, características de elaboración y seguridad de la tarjeta profesional de abogado, con el objeto de que el sistema de identificación de los abogados responda a la necesidad de garantizar su autenticidad, actualización y confiabilidad del Registro Nacional de Abogados.
De igual forma, se dispuso que el costo de la nueva tarjeta lo asumieran los profesionales del derecho, mediante la consignación de su importe en una cuenta del proveedor. En virtud de lo anterior, el Acuerdo No. 2127 del 16 de octubre de 2003, estableció el costo de la tarjeta profesional de abogado en la suma de Cincuenta mil Pesos ($50.000.oo) MCTE y, además, dispuso que una vez cubierto el valor a cancelarle al proveedor de la misma, el remanente sería destinado para gastos de funcionamiento propio que demanda la expedición del citado documento, previo cumplimiento de las disposiciones presupuestales y de contratación.        

En síntesis, el objetivo del articulado propuesto en el proyecto de ley, está dado por destinar la utilización de los recursos para los programas de modernización de  la Rama Judicial. 

III.    FONDO DE PUBLICACIONES DE LA RAMA JUDICIAL

El Centro de Documentación Judicial – CENDOJ -, adscrito a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, tiene la función de gestionar la obtención de material para las publicaciones y para la realización de teleconferencias y/o programas de televisión de la Rama Judicial.

Por su parte, la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, también adscrita a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, tiene la función  de elaborar textos, materiales de apoyo, audiovisuales, guías y demás ayudas docentes, necesarias para la realización de los cursos de formación judicial. Así mismo, la Escuela tiene el deber de adelantar proyectos de investigación, elaborar textos, material audiovisual, guías y demás ayudas docentes necesarios para llevar a cabo capacitaciones y planes académicos.
La orientación de estas actividades y la elaboración de estos productos propenden por el respeto de la independencia del Juez, el carácter integral y sistemático de la formación, la participación de los miembros de la judicatura en los procesos de capacitación, el mejoramiento de la administración de justicia y su permanente democratización.

Debido al reconocimiento que la formación judicial ha adquirido en el país e incluso a nivel iberoamericano, se hace necesario crear un fondo de publicaciones que facilite la difusión y comercialización de los productos y publicaciones de la Rama Judicial, no sólo para que constituyan una fuente de ingresos, sino, adicionalmente, como instrumento de divulgación y formación integral, mediante el desarrollo de programas de investigación y educación continuada, para el fortalecimiento de competencias, la promoción del conocimiento y el respeto de los derechos consagrados en la Constitución, puestos al servicio de la sociedad colombiana.

Finalmente, es indispensable fortalecer el control y seguimiento a estas fuentes de recursos, ya que actualmente las entidades argumentan que esta información de ingresos es reservada, incluso, para la Rama Judicial (beneficiaria del recurso), razón por la cual, buscamos fortalecer el control y seguimiento de los fondos especiales.

De los Honorables Congresistas, respetuosamente,       

RICARDO H. MONROY CHURCH
Presidente 
Consejo Superior de la Judicatura
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